ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA                               

RADICACIÓN: 66001 22 04 003 2016 00178
ACCIONANTE: DEISY LORENA LARGO GUERREO  

ACCIONADAS: MIN. EDUCACION e ICETEX 
ASUNTO: NO CONCEDE

DERECHO A LA EDUCACIÓN/ No configura vulneración negar el acceso a líneas de crédito estudiantil por incumplimiento de requisitos predeterminados para ese efecto 

“(…) la no aprobación del crédito a la accionante se fundó en lo dispuesto en un acto administrativo, por lo que no se trata de un capricho del Instituto demandado; de tal manera, que no puede interpretarse como una vulneración al derecho a la educación superior ni a otro conexo, máxime que la accionante para controvertir cualquier requisito que se le está exigiendo, goza de otros medios judiciales para su solución, pues se reitera que el condicionamiento que hace el ICETEX a los postulantes para acceder a las líneas de crédito está basado en parámetros legales, y que tienen que ver con criterios objetivos de escogencia y en tal sentido, el juez de tutela no puede intervenir para ordenar que se otorgue un crédito a la accionante (…) ni quedó acreditado que el aludido instituto tomó una determinación irrazonable o discriminatoria en contra de la señora Largo Guerrero, ya que lo real es que no obtuvo el puntaje necesario para ser beneficiaria de la convocatoria 2016-2 por cuanto el `corte´ para el departamento de Risaralda era de 71 puntos y sólo obtuvo 37 puntos.”
Citas: Corte Constitucional Sentencia T-845 de 2010 T-130 de 2014 y T-079 de 2015.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISION PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiséis (26) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.774

Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la señora Deisy Lorena Largo Guerrero en contra del Ministerio de Educación Nacional y del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX y la Fundación Universitaria del Área Andina de Pereira por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la educación. 
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Indicó la señora Deisy Lorena Largo Guerrero que pese a su condición de indígena y ser una persona en situación de vulnerabilidad por ser víctima de desplazamiento, su solicitud de crédito para llevar a cabo estudios superiores, no fue aprobada por el ICETEX por no cumplir con los requisitos para acceder a la misma, lo que considera una vulneración a sus derechos fundamentales al mínimo vital y educación.

Por lo anterior, consideró que al no contar con dicho crédito, se truncan sus sueños de continuar sus estudios superiores, desconociendo  su condición de madre cabeza de familiar y situación económica, por lo que solicitó que de manera inmediata o en el tiempo que se considere pertinente, se ordene al Ministerio de Educación Subcuenta ICETEX le garantice el acceso a cualquier fondo que consideren como becas en fondos especiales de indígenas, para desplazados, de pago a largo plazo, con el fin de continuar sus estudios de derecho en la Universidad del Área Andina, entidad que le ha dado un plazo para poder protocolizar su matrícula.
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía, ii) orden de traslado de una respuesta del ICETEX  a la accionante, mediante auto del 20 de octubre de 2014 emitido por la Sala Unitaria de Decisión Laboral de este Tribunal; iii) respuesta del ICETEX del 15 de octubre de 2014 dirigida a la Sala Laboral de este Tribunal; iv) respuesta del ICETEX  a la actora en la que se le informa que quedó por fuera de sus líneas de crédito; v) consulta de liquidación de la matrícula de la Fundación del Área Andina de matrícula con fecha 29/07/2016 y vi) documento denominado “resultado de la simulación”  (Fls. 7-13)

2.2. Mediante auto del 12 de agosto de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se ordenó correr traslado de la misma a las entidades demandadas y se negó la medida provisional que había solicitado la actora (Fls. 16-19).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA – PEREIRA

· Su rector informó que revisado el sistema académico integrado de soporte SAI, se encontró que la señora Deisy Lorena Largo Guerrero es actualmente estudiante activa del programa de derecho en dicha institución, quien fue admitida desde el 14 de junio de 2016 y se matriculó financiera y académicamente al primer semestre del programa de derecho el 29 de julio de 2016 respaldada con entidades financieras.
· Señaló las fechas para los pagos del valor de la matrícula, las cuales excepcionalmente son ampliadas previa autorización de la rectoría, atendiendo las particulares situaciones académicas y financieras que ponen de presente los solicitantes al momento de realizar su matrícula.

· Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda para concluir que la plataforma que maneja la universidad nada tiene que ver con la del  ICETEX, pues la misma es para que todos los estudiantes realicen el proceso de renovación de su matrícula académica y financiera generando el respectivo recibo de pago. Por lo tanto, ante el ICETEX el estudiante deberá realizar lo pertinente a la renovación del crédito.
· Hizo alusión a la jurisprudencia constitucional que tiene que ver con el derecho a la educación, al principio de autonomía universitaria, inexistencia de perjuicio irremediable y a la improcedencia de la acción de tutela por carencia actual de objeto.

· Por lo anterior, se opuso a las pretensiones de la accionante por ausencia de vulneración de sus derechos fundamentales.  (Fls. 25-32)
3.2. ICETEX
· Informó que la señora Largo Guerrero únicamente ha presentado únicamente solicitudes en los siguientes fondos Comunidades Indígenas Álvaro Ulcué Chocué y Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto Armado en Colombia, administrados por el ICETEX.

· Precisó que revisada la base de datos del ICETEX se encontró que la accionante presentó su solicitud como aspirante al Fondo Comunidades Indígenas Álvaro Chocué en la convocatoria 2014-2 para cursar el programa de Derecho en la Universidad Libre para el cual la aspirante no alcanzó el puntaje necesario para ser beneficiaria de la misma.

· Así mismo, explicó que al Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto Armado en Colombia que fue creado para otorgar créditos educativos condonables de pregrado de acuerdo a lo ordenado por la Ley 1448 de 2011, se presentó la señora Largo Guerrero con base a la convocatoria 2016-2  y una vez realizada la calificación de los criterios, la actora obtuvo 37 puntos, siendo el punto de corte para el departamento de Risaralda 71 puntos, por lo que el resultado de la solicitud de crédito es “no aprobado”.  De todos modos, la tutelante puede participar en futuras convocatorias o aplicar a diferentes líneas de crédito que para tal fin tiene dispuesto el ICETEX para lo cual es necesario que consulte la página de la entidad.

· Señaló que el “pantallazo” que allegó la accionante de la solicitud de un presunto crédito a largo plazo, la herramienta usada es un simulador, el cual recrea una información simulada de las condiciones de crédito con la información completada en el formato, no existiendo una solicitud formal de crédito presentada por parte del accionante como se desprende de la información remitida por el área de crédito. Además no cumplía con los requisitos exigidos para su admisión al “Fondo de Vícitmas”. 
· Por lo anterior, consideró que ningún derecho fundamental se ha vulnerado a la accionante  por lo que solicitó denegar el amparo invocado.    (Fls. 40-46)
· Adjuntó copia de la información remitida por el área de crédito (Fls. 47-52)

3.3. MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
· Indicó que no existe legitimación en la causa por parte de ese Ministerio, toda vez que el Estado para facilitar el acceso a la educación a través de mecanismos financieros como los créditos educativos, encomendó dicha labor  al ICETEX. 

· Explicó en qué consisten los Fondos para Comunidades Indígenas Álvaro Ulcué Chocué y el de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación de la Población Víctima en Educación Superior, para concluir que el cumplimiento de los requisitos no garantiza la adjudicación del crédito condonable, toda vez que el respectivo fondo surte un proceso de calificación de los aspirantes para la asignación de los créditos.

· En ese sentido el ICETEX certificó que a la accionante no se le aprobó su solicitud de crédito por cuanto su puntaje obtenido fue 37 puntos y el corte para el departamento de Risaralda fue de 71 puntos.

· Informó que dadas las limitaciones presupuestales que tiene el Estado en cada vigencia fiscal, resulta física y materialmente imposible cubrir a toda la población en condiciones de acceso al sistema de la educación superior con los programas que incentivan la demanda.  Por lo tanto, es necesario establecer criterios o condiciones objetivas de escogencia que le permita a las personas más necesitadas y con mayores méritos académicos, acceder a esos programas compitiendo en condiciones de igualdad previamente conocidas por todos los interesados.   En tal sentido, será el ICETEX la entidad encargada de informarle a la actora las opciones o líneas de crédito a las que puede acceder para culminar sus estudios superiores.

· Por lo anterior, solicitó que se denegara el amparo solicitado (Fls 59-63).
· Adjuntó copia de la certificación remitida por el área de crédito del ICETEX a nombre de la actora (Fls. 64-66)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  

4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si a la actora se le han vulnerado sus derechos fundamentales, a fin de que proceda el amparo de los mismos.

4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable.

4.4. Derecho fundamental a la educación, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-743 de 2013):
El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. En cuanto a servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política.

 
4.5. DEL CASO EN CONCRETO
4.5.1.  En el caso sub examine, la señora Deisy Lorena Largo Guerrero acudió al juez de amparo con el fin de que se ordene al ICETEX que le garantice el acceso a un crédito educativo en cualquiera de los fondos que dicho instituto administre con el fin de continuar sus estudios de Derecho en la Fundación Universitaria del Área Andina de esta ciudad, al que considera tener derecho por ser una persona víctima de desplazamiento forzoso y madre cabeza de familia, ya que se ha postulado en dos ocasiones, pero los créditos han  sido negados.  

4.5.2.  Significa entonces, que el problema planteado por la actora puesto a consideración de esta Sala se ubica en la “accesibilidad” del derecho a la educación superior, el cual tiene un carácter prestacional para el que el Estado ha dispuesto los mecanismos pertinentes para que todas las personas se les pueda garantizar el mismo, y en tal sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 ha reiterado que el derecho a la educación es “(i) un bien objeto de especial protección del Estado, y un derecho fundamental susceptible de ser amparado mediante la acción de tutela[13]; (ii) un presupuesto básico del ejercicio y goce de otros derechos fundamentales; (iii) un servicio público cuya prestación es un fin esencial del Estado, y cuyo núcleo esencial (iv) comprende el acceso a un sistema educativo que permita una formación adecuada, y la permanencia en el mismo; y (v) un deber que genera obligaciones entre los distintos actores del proceso educativo. 
Esta Corte, además, ha precisado las esferas positivas del derecho, con base en  la dogmática del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de la ONU. En tal sentido, expresó la Corporación en sentencia T-1030 de 2006:  “Como derecho y como servicio público, la jurisprudencia constitucional y la doctrina nacional e internacional[16] han entendido que la educación comprende cuatro dimensiones de contenido prestacional, a saber: (i) la asequibilidad o disponibilidad del servicio, que puede resumirse en la obligación del Estado de crear y financiar suficientes instituciones educativas a disposición de todos aquellos que demandan su ingreso al sistema educativo, abstenerse de impedir a los particulares fundar instituciones educativas[17] e invertir en infraestructura para la prestación del servicio, entre otras[18]; (ii) la accesibilidad, que implica la obligación del Estado de garantizar el acceso de todos en condiciones de igualdad al sistema aludido, la eliminación de todo tipo de discriminación en el mismo, y facilidades para acceder al servicio desde el punto de vista geográfico y económico; (iii) la adaptabilidad, que se refiere a la necesidad de que la educación se adapte a las necesidades y demandas de los educandos[19] y que se garantice continuidad en la prestación del servicio[20], y (iv) la aceptabilidad, la cual hace alusión a la calidad de la educación que debe impartirse[21]” (Negrillas originales)
4.5.3.  En el curso de la presente actuación quedó demostrado que el crédito para estudios superiores fue negado a la señora Largo Guerrero por parte del ICETEX, toda vez que la misma no cumplió con los requisitos exigidos en la Convocatoria 2016-2 del Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto Armado en Colombia.  Al respecto, se consultó la página web del ICETEX encontrándose que en el Instructivo para la administración de los recursos transferidos mediante Resolución No. 03009 del 17 de febrero de 2016 con destino a nuevos créditos a población víctima-acceso, permanencia y graduación en educación superior para la población víctima del conflicto armado en Colombia se dispuso en su artículo 9º los criterios de selección, calificación y adjudicación con el fin de evaluar las solicitudes de financiación y a calificar aquellas que cumplan con los requisitos y procedimientos de postulación, dentro de la cual la accionante no alcanzó el puntaje mínimo para otorgar el crédito solicitado. Así mismo, el parágrafo 1º de dicho artículo consagró: 
“El cumplimiento de los requisitos de selección no genera ningún derecho para quien se inscribe, ni obligación, de adjudicarle un crédito condenable. Solo hasta que se verifique la disponibilidad presupuestal se haya realizado el respectivo proceso de inscripción y el aspirante haya sido calificado y adjudicado el crédito condonable y dicho aspirante haya efectuado los trámites de legalización del crédito y cuente con el concepto jurídico viable de las garantías por parte del ICETEX, su estado será el de beneficiario.” (Ver copia del mencionado instructivo, folios 69 y 70)
4.5.4. En tal virtud, la no aprobación del crédito a la accionante se fundó en lo dispuesto en un acto administrativo, por lo que no se trata de un capricho del Instituto demandado; de tal manera, que no puede interpretarse como una vulneración al derecho a la educación superior ni a otro conexo, máxime que la accionante para controvertir cualquier requisito que se le está exigiendo, goza de otros medios judiciales para su solución, pues se reitera que el condicionamiento que hace el ICETEX a los postulantes para acceder a las líneas de crédito está basado en parámetros legales, y que tienen que ver con criterios objetivos de escogencia y en tal sentido, el juez de tutela no puede intervenir para ordenar que se otorgue un crédito a la accionante, quien no demostró cumplir con los requerimientos legales publicados previamente en la página web del ICETEX. Lo que permite colegir que no existió una decisión arbitraria en el proceso de estudio del crédito solicitado, ni quedó acreditado que el aludido instituto tomó una determinación irrazonable o discriminatoria en contra de la señora Largo Guerrero, ya que lo real es que no obtuvo el puntaje necesario para ser beneficiaria de la convocatoria 2016-2 por cuanto el “corte” para el departamento de Risaralda era de 71 puntos y sólo obtuvo 37 puntos.

4.5.5. Por tal razón, se insiste en que la decisión proferida por el ICETEX  no constituye una restricción injustificada al derecho al acceso al crédito educativo ni una amenaza al derecho a escoger libremente profesión u oficio a la actora, ante la ausencia de cumplimiento de los requisitos dispuestos pen la Convocatoria 2016-2 del  Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto Armado en Colombia.  De tal manera, que tampoco podría derivarse la transgresión del derecho fundamental al debido proceso, ya que el mismo fue aplicado por la entidad demanda cuando respondió a la accionante que su línea de crédito había sido negada, lo que fue puesto en conocimiento de la misma en la respuesta emitida mediante el correo electrónico servicioalcliente@icetex.gov.co (folio 10).  Con respecto al debido proceso, el mismo se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política según el cual “se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas”. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha decantado el alcance del derecho fundamental al debido proceso como “el deber de las autoridades, tanto judiciales como administrativas, de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción[19]. Así mismo, lo ha definido como un principio inherente al Estado de Derecho que “posee una estructura compleja y se compone por un plexo de garantías que operan como defensa de la autonomía y libertad del ciudadano, límites al ejercicio del poder público y barrera de contención a la arbitrariedad”[20].
 
Sobre el derecho al debido proceso administrativo la Corte desde sus inicios ha definido su alcance explicando que con la Carta de 1991 se produjo una innovación al elevar a rango de fundamental un derecho tradicionalmente de rango legal. En el texto Superior anterior ese derecho buscaba inicialmente asegurar la libertad física extendiéndose posteriormente a procesos de naturaleza no criminal y demás formas propias de cada juicio. Con la nueva Constitución se amplió su ámbito garantizador con el deber de consultar el principio de legalidad en las actuaciones judiciales y en adelante las administrativas[21].”
 
Dicha extensión a las actuaciones administrativas busca garantizar la correcta producción de los actos administrativos y comprende “todo el ejercicio que debe desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares, a los procesos que por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias administrativas, cuando crea el particular que a través de ellas se hayan afectado sus intereses” (Ver Sentencia T-079 de 2015)

 
4.5.6.   Por lo tanto, la Sala concluye que al no quedar acreditada una actuación u omisión por parte de las entidades demandadas, lo solicitado en la acción de tutela no conlleva a la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales reclamadas.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 
(...) 
En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.
4.5.7.  Aunado a lo anterior, tal como lo indicó la accionante que se ha postulado en dos ocasiones a dos convocatorias diferentes del ICETEX para obtener un crédito para estudiar el programa de Derecho, tal situación no permite inferir que la misma se encuentre a un perjuicio inminente de sus prerrogativas constitucionales para obtener la protección de los mismos.  Frente a la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se esté frente a un perjuicio irremediable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará que tal es la magnitud cuando, “dadas las circunstancias del caso particular, se constate que (iii) el daño es cierto e inminente, esto es, que no se debe a conjeturas o especulaciones, sino que se halla sustentado en la apreciación razonable de hechos reales y apremiantes; (iv) que involucra gravedad, desde el punto de vista de su incontrastable trascendencia y de la naturaleza del derecho fundamental que lesionaría; y (v) de urgente atención, en el sentido de que sea necesario e inaplazable precaverlo o mitigarlo, evitando que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable”.
Por lo anteriormente analizado, no se tutelarán los derechos fundamentales a la educación y al debido proceso a la accionante.

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: 
NO TUTELAR a la señora Deisy Lorena Largo Guerrero los derechos fundamentales a la educación y al debido proceso.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO: Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Ver Sentencia T-845 de 2010
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